De la Comisión Vecinal en defensa del Arroyo Potrero. 

Nos convoca/historia 

A raíz del comienzo de las obras de construcción del cerco perimetral del barrio 
privado a desarrollarse entre las orillas del Arroyo Potrero y Ocean Park, surgió la 
alarma entre la vecindad. Desde los primeros días de Abril 2024, nos encontramos 
privados de acceder a la orilla del arroyo, por parte de la empresa de seguridad 
particular que trabaja en el sitio 

Esto nos movilizó a buscar información 

Pudimos acceder al proyecto a realizarse y efectivamente comprobamos que toda 
la costa oeste del Arroyo Potrero en su totalidad y parte de la costa este, desde el 
puente de la Ruta IB hasta la desembocadura con el Río de la Plata, queda dentro 
del desarrollo inmobiliario privado 

Profundizamos y supimos que en 2014, a iniciativa de un representante de 
(OGrendene, inversor impulsor de tal proyecto, el S4MTOP con Oenriquepintado al 
frente, cambió la categoría del Arroyo, de navegable, flotable (..) ANO navegable 
Este cambio de categoría, de acuerdo al Código de Aguas Nacional, hace posible 
que el álveo del arroyo sea propiedad del titular de los predios por donde pasa. 
(Arts. 32, 33, y 34 del C.A.). 

También habilita al privado a intervenir el humedal, con las graves consecuencias 
ambientales que esto implica. 

Esta clara manipulación de lo publico, con evidentes intenciones de favorecer a un 
empresario extranjero, nos motiva a organizarnos para defender nuestro territorio. 
Nuestra misión : 

De la mano de asesoramiento legal profesional y de diferentes técnicos 
especializados, es que iniciamos esta lucha por recuperar nuestro patrimonio 
Nuestro objetivo 

Será revertir el arbitrario cambio de categoría del Arroyo Potrero de NO navegable, 
a Navegable nuevamente. 

Plano del emprendimiento privado, “proyecto Reserva del Mar”, que desconoce los 
limites públicos del arroyo e invade zona de costa (costa del arroyo, otros espacios 
públicos, humedales de gran riqueza de fauna y flora autóctonas, monte nativo...) 


Las intervenciones hechas hasta ahora (tala de monte nativo, construcción de 
empalizada que impide elpaso de los vecinos hacia el arroyo —paseo típico y 
popular de la zona-) se hicieron SIN AUTORIZACIÓN, por lo que son ilegales. 
foto: tala de monte nativo SIN AUTORIZACIÓN 


Domingo 17/5 
ASAMBLEA VECINAL 
Convocatoria 


Invitamos a toda la comunidad e interesados en el tema ambiental de reserva de 
humedales Arroyo El Potrero a participar de la Asamblea Abierta: 

Día y hora: Domingo 18/5 a las 11 hs 

Lugar: ribera del Arroyo El Potrero en Ocean Park, próximo a la empalizada no 
autorizada 

Temas: informar sobre lo avanzado hasta la fecha en información, valoración de las 
estrategias y recursos legales para la defensa del Arroyo. 

Habrá espacio para preguntas que se responderá en la medida de la información 
disponible. 

Objetivo de la Asamblea: informativo, participativo e íntegrativo. 

La Comisión no atiende otro objetivo que la defensa del Arroyo cómo bien público. 
Se invitará a figuras que representan organismos estatales. 

Nos encontramos este domingo! 


Estamos en estos momentos contando con el asesoramiento de prestigiosos 

abogados ambientales coordinando y planeando las acciones legales pertinentes 
para que se cumplan las normativas vigentes. Exigimos contar con acceso libre a 
las orillas del arroyo El Potrero, y que se protejan los bienes naturales de la zona. 


Una empalizada de aproximadamente 400 metros de largo y 5 metros de alto se construyó en las orillas 
del Arroyo Potrero sin los permisos correspondientes de la Intendencia de Maldonado ni del Ministerio 
de Ambiente, según denuncia la agrupación vecinal del balneario. Ese lugar público ahora está 
custodiado por guardias de seguridad que no permiten circular por las orillas del arroyo.El proyecto 
inmobiliario del magnate brasilero Alexandre Grendene, quien pretende construir un barrio 
privado, se ubicaría frente a la ruta Interbalnearia. Sobre el fondo se encuentra la faja costera del 
Río de la Plata y las costas del Arroyo El Potrero, un área protegida. 


Desde el mes de febrero comenzaron con trabajos de deforestación en esa zona - sobre las 
dunas y el humedal - y luego empezaron a construir la empalizada de 5 metros de alto que ya 
lleva 400 metros de largo aproximadamente. 


“Las aguas del Arroyo El Potrero que vienen de la Laguna del Sauce, cuando hay que 
desagotarla, se establecían en ese lugar donde están trabajando”, explicó el vocero de la 
agrupación vecinal de Ocean Park Ricardo. 


“Esta zona hay que preservarla porque es muy delicada por la cercanía con el centro poblado de 
Ocean Park y del Chihuahua”. 


Ninguna autoridad tenía conocimiento de esta construcción y por lo tanto tampoco la habían 
permitido. La directora general de Urbanismo de la Intendencia de Maldonado, Soledad Laguarda, 
les informó a los vecinos que no existía ningún proyecto en esa zona ya que estaba establecido 
en la reglamentación departamental que la misma está por debajo de la cota +3.50 metros sobre 
el Cero Oficial (TR100), es considerada como suelo rural natural y en dicha área no se deben 
realizar construcciones ni desarrollarse actividades que signifiquen un riesgo para la planicie de 
inundación. 


Tampoco Bethy Molina, la directora de Ambiente de la Intendencia, tenía conocimiento al 
respecto, según indicó Soruhet. “Hace unos días tuvimos información de que Bethy Molina había 
mandado a detener las obras (sin embargo) las obras no se detienen y se siguen haciendo”. 


El Ministerio de Ambiente tampoco autorizó los trabajos allí e informó a la agrupación vecinal que 
“ya había salido el cedulon de que se detengan”. Como las obras continúan, el ministerio les 
sugirió que recurran a Prefectura quienes tienen la potestad de detener las obras. 


“En eso estamos (tendrán reunión esta semana con Prefectura), mientas tanto el hombre sigue 
destruyendo esa zona muy sensible”, lamentó Soruhet. 


El propio Alexandre Grendene presentó un informe en el año 2014 donde explicaba que 

el proyecto “Marinas de Punta del Este” - que el empresario pretendía llevar a cabo en un 
predio de Chihuahua - no podía hacerse porque era una zona que sufriría las consecuencias de 
inundaciones. “Se olvidó de la situación y ahora empezó a hacer un emprendimiento olvidando 
que a 10 metros está el centro poblado de Ocean Park”, señaló el vocero. 


PASO CERRADO 


La zona donde se levantó la empalizada es de dominio público por lo tanto los vecinos 
acostumbran a realizar actividades allí. Pescan, se reúnen a tomar mate y ver el atardecer, y 
corren por la costa del arroyo. “Tenemos varios vecinos que son maratonistas y practican en esa 
zona” 

Ahora la construcción está vigilada las 24 horas del día por guardias de seguridad de una 
empresa privada. “Los vecinos han tenido inconvenientes con la guardia que los ha parado y los 
han sacado”, denunció. 


“El guardia tiene orden de no dejar pasar a nadie, incluso le pasó a Infante (presidente de la Junta 
Departamental de Maldonado) que lo encontré en una reunión, le conté la situación y no entendía 
nada de lo que estaba pasando”, relató. Infante fue hasta el lugar junto con Soruhet *y cuando 
estábamos, enseguida llegó una camioneta y una moto de la guardia de seguridad y nos 
corrieron”. 


“Estamos a la espera de que las autoridades ejerzan la ley como debe ser para el cuidado del 
medio ambiente”, sentenció. 
La controversia por la navegabilidad 


En marzo de 1991, el Poder Ejecutivo declaró la navegabilidad del arroyo El Potrero 
en parte de su curso (2.900 metros) y “por consiguiente ese tramo pasó a integrar el 
dominio público”. En 2014 el doctor Joaquín Chopitea, representante del 
empresario brasileño Alexandre Grendene, pidió que se revocara tal resolución. 


El 21 de noviembre de ese año, el ministro Enrique Pintado y el presidente José 
Mujica firmaron la declaratoria de no navegabilidad, basados en una “sugerencia” 
de la Dirección Nacional de Hidrografía. De acuerdo con la resolución, esa 
repartición del MTOP evaluó que “jurídicamente” el arroyo era “navegable y del 
dominio público” en función de la resolución de 1991. Sin embargo, consideró que 
la navegabilidad se daba “en forma artificial”, ya que para eso era “necesario 
ejecutar obras dentro del cauce”. 


Hidrografía también remarcó que tanto la realización de esas obras como 
“considerar el interés público de incluir o no” el curso de agua en la categoría de 
navegable, eran “potestades de la administración”. Con el argumento de que no 
existían planes ni proyectos para ejecutar obras en el cauce, sugirió entonces 
revocar el acto administrativo de 1991. 


Ahora que Grendene y sus socios están cercando los predios donde pretenden 
desarrollar su barrio privado -en medio de contradicciones sobre la existencia de los 
permisos y autorizaciones ambientales correspondientes-, la Comisión de Defensa 
del Arroyo El Potrero sostiene que el curso es navegable, sea naturalmente o de 
forma artificial, y que todas las aguas superficiales de ríos y arroyos son de dominio 
público. 


El fundamento de los vecinos 


Un documento elaborado por la comisión, al que accedió la diaria, concluye que “las 
aguas de ríos y arroyos navegables o flotables, en todo o en parte de su curso y 
sus álveos, integran el dominio público” y que “la flotabilidad o navegabilidad puede 
ser natural o artificial”, de acuerdo con el artículo 30 del Código de Aguas. 


Añade que “la dominialidad alcanza a todo el curso del río o arroyo, aunque sólo en 
parte sea navegable o flotable” y que “tampoco es necesario que esa condición sea 
natural y actual”: alcanza con que sea pasible de transformarse en navegable o 
flotable por medios artificiales. 


Por otra parte, la comisión entiende que no se requiere ningún acto administrativo 
para atribuirles el carácter de bienes del dominio público. Porque, aunque el artículo 
31 establece que el Poder Ejecutivo define cuáles ríos y arroyos se consideran 
tales, “aclara el alcance meramente declarativo de ese acto administrativo”. 


Para los vecinos, el Código de Aguas despeja cualquier duda sobre “la titularidad 
plena del dominio público de todas las aguas superficiales” y sobre su 
navegabilidad, sea artificial o no. Por eso este domingo se embarcarán en la tarea 
de llamar la atención del gobierno sobre ambos puntos. 


Intervenciones de Grendene en Ocean Park no estaban autorizadas, según 
respondió la Intendencia de Maldonado a ediles del FA 


Publicado el 14 de mayo 
Maldonado >» Ambiente 


7 minutos de lectura 
LEER DESPUES 


La Asociación de Sauce de Portezuelo analizó los alcances ambientales del 
proyecto inmobiliario y pidió “transparencia” en los procesos; en esa coyuntura el 
ministro Bouvier planteó a Presidencia aumentar multas a grandes desarrollistas 
infractores. 


Entre febrero y abril pasado tres ediles frenteamplistas solicitaron informes a la 
Intendencia de Maldonado (IDM) sobre intervenciones en dos de los cuatro 


padrones de la zona del arroyo El Potrero, entre Ocean Park y Chihuahua, donde el 
empresario brasileño Alexandre Grendene y su socio argentino Sergio Grosskopf 
aspiran a desarrollar el lujoso barrio privado Reserva del Mar. 


Las respuestas del Ejecutivo revelan que los desarrollistas no contaban con 
autorizaciones para talar árboles en uno de los predios ni para construir una 
empalizada en otro padrón, más cercano a la desembocadura del arroyo El Potrero. 
También confirman que existe una consulta de viabilidad de la urbanización, que 
está a estudio de la IDM desde noviembre de 2023; una gestión que para el Frente 
Amplio implica un pedido de excepciones a la normativa. 


De no ser por la mirada atenta de los vecinos de Ocean Park y sus denuncias, el 
megaproyecto implantado en una zona de vulnerabilidad ecosistémica —según 
estudios académicos- y las gestiones empresariales, con el beneplácito del 
intendente Enrique Antía y sin dar cuenta al Ministerio de Ambiente (MA), habrían 
pasado desapercibidas. 


El country marítimo era desconocido hasta que un grupo de habitantes del 
balneario vecino detectó la tala de árboles en el padrón 31.394, ubicado en la ribera 
oeste del arroyo El Potrero, al sur de la ruta Interbalnearia. Enterado de esos 
movimientos, el 19 de febrero el edil frenteamplista Joaquín Garlo pidió a la IDM 
que le informara si existían permisos para cortar árboles y si estaba autorizado un 
fraccionamiento vinculado al citado padrón. 


Entre febrero y marzo, el mismo grupo de vecinos denunció ante el MA y la IDM la 
construcción de una empalizada casi a orillas del arroyo El Potrero, cerca de la 
desembocadura, también en el padrón 31.394. Además, los vecinos denunciaron 
que una guardia les impedía realizar actividades recreativas en la zona. Ante esa 
situación, el 18 de marzo Garlo cursó un segundo pedido de informes a la IDM: 
preguntó sobre la existencia de algún permiso para el cerramiento y si la 


administración había determinado la línea superior de la ribera del arroyo, de 
acuerdo al Código de Aguas. 


Una tercera solicitud salió de la Junta Departamental el 19 de abril, cuando la gente 
de Ocean Park vio que se estaba cortando una “gran cantidad” de árboles en el 
padrón 31.395, hasta el límite con el arroyo El Potrero. En esa oportunidad, Garlo y 
el edil suplente Juan Urdangaray pidieron información a la comuna sobre la 
categoría del suelo y consultaron si había permisos de fraccionamiento o 
construcción vinculados con el citado padrón. 


Adicionalmente, preguntaron si había autorización para el corte de árboles en el 
predio y si se había establecido la densidad mínima exigida por la Ordenanza 
Forestal. Como en el primer pedido de informes, reclamaron sanciones para los 
desarrollistas en caso de que no contaran con permiso. 


Las respuestas de la Intendencia 


El 16 de abril, la directora general de Urbanismo, Soledad Laguarda, respondió al 
primer pedido de informes. En el documento, al que accedió la diaria, comunicó que 
no había ningún expediente “referente a permiso de fraccionamiento” vinculado con 
el padrón 31.394, donde se produjeron las talas de enero y febrero. En cambio, dijo 
que había “un permiso de construcción de obras de acceso” relacionado con el 
padrón 31.395 y otro expediente abierto a partir de una “consulta de viabilidad de 
urbanización” que se encontraba “a estudio”. 


La jerarca informó, además, que los desarrollistas tenían autorización para “la tala 
de pinos” distribuidos en una hectárea y media del padrón 31.395, gestionada el 12 
de marzo de este año como paso previo al inicio anticipado de obras (“una cubierta 
para ingresos vehiculares con tres locales debajo de puestos de control”, 
especificó) mientras avanzaba la consulta de viabilidad. 


De acuerdo a la carátula de los expedientes mencionados por la directora, la 
“consulta de viabilidad de la obra del country marítimo Reserva del Mar” fue 
presentada en noviembre de 2023 por el arquitecto Gonzalo Puceiro, del estudio 
Gómez Platero. Un mes después, el Fideicomiso Reserva del Mar |-Overtrust SAS 
—como propietaria de los cuatro padrones donde se desarrollaría el proyecto— 
solicitó “permisos de construcción” para el padrón rural 31.395. 


Por otra parte, aunque la respuesta al pedido de informes del 18 de marzo aún no 
llegó formalmente a la Junta Departamental, dentro del expediente correspondiente 
se informa que el padrón 31.394 está categorizado como suelo suburbano y que, al 
1*de abril de 2024, no se registraba ningún permiso de construcción en trámite 
referido a ese terreno. Además, la Dirección de Urbanismo adjuntó un Mapa de 
Riesgo del arroyo El Potrero realizado por la Dirección Nacional de Aguas del MA 
en diciembre de 2023. 


Nuevas dudas y más consultas 


El análisis de la documentación aportada por la IDM abrió nuevas dudas para los 
ediles Garlo, Urdangaray y Jorge Pieri, quienes el 23 de abril insistieron con otro 
pedido de informes sobre la empalizada denunciada por los vecinos en el padrón 
31.394. De acuerdo con el Texto Ordenando de Normas de Edificación, el proyecto 
de cercos es parte del permiso de construcción y debe estar documentado en la 
presentación correspondiente. Los expedientes referidos en las respuestas de la 
IDM no mencionaban un permiso de construcción para ese padrón; por eso los 
ediles solicitaron que, de existir, se les remitiera una copia. 


También pidieron a la IDM copias del permiso para la construcción de las obras de 
acceso autorizadas de forma anticipada en el padrón 31.395, y de la consulta de 
viabilidad de la obra del country marítimo gestionada por Puceiro. Además, Garlo 
pidió a la Dinagua copias de las actuaciones relacionadas con el Mapa de Riesgo, 
con la esperanza de dilucidar por qué se elaboró y a solicitud de quién. 


El plazo para la respuesta a esos pedidos de informes aún está en curso. Los ediles 
entienden que, con esa información, se podría establecer por qué los empresarios 
consiguieron la habilitación de obras anticipadas en el padrón 31.395 si, de acuerdo 
a las respuestas de la IDM, no hay un permiso de fraccionamiento aprobado. 


Garlo: “La viabilidad es un eufemismo de excepciones” 


Consultado por /a diaria sobre todo este proceso, Garlo concluyó que “Antía mintió” 


cuando defendió a los empresarios y dijo que sólo faltaban detalles para las 
autorizaciones, porque “está en conocimiento de que los permisos no existen”. 


“No lo hubo para la tala de árboles del padrón lindero al arroyo [31.394], no 
sabemos si las obras anticipadas incluyen la empalizada o no [porque según la 
ordenanza de cercos debe incluirse dentro del permiso de construcción y porque los 


documentos sólo mencionan construcciones de acceso””, dijo el edil. Por otra parte, 
remarcó que “la consulta de viabilidad a estudio es un eufemismo de excepciones a 
la normativa”. Por eso quiere saber, entre otras cosas, tras qué tipo de excepción 
van los desarrollistas. 


Ministerio de Ambiente plantea multas más fuertes para empresarios 


Esta semana el ministro de Ambiente, Robert Bouvier, volvió a despacharse contra 
las declaraciones del intendente Enrique Antía en defensa de los promotores de 
Reserva del Mar y en contra de la intervención de la cartera en los procesos de 
autorización del proyecto. También volvió a lamentar que las acciones no 
autorizadas de empresarios asesorados por consultoras, que por lo tanto conocen 
las normas, “se están volviendo una costumbre”. 


Entrevistado en el programa Arriba gente, de Canal 10, el secretario de Estado 
reiteró sus cuestionamientos a la actitud de Antía y dijo que, en un contexto de 
frecuentes infracciones a la normativa ambiental, elevó a Presidencia de la 
República un proyecto de decreto para aumentar a millones de dólares las multas 
aplicables por esa causa. 


Reconoció que los montos máximos de las sanciones administrativas no son 
acordes a la magnitud de los grandes emprendimientos en infracción. Es el caso del 
multimillonario Grendene, multado por la cartera a partir de las denuncias 

vecinales por intervenciones no autorizadas en el marco de un proyecto que no sólo 
prevé la construcción de cientos de residencias de lujo, sino también un centro 
comercial, un área deportiva, un social center, un beach club dentro de la faja de 
defensa de costa, un parador entre el arroyo El Potrero y la playa, un centro 
ecuestre, un club náutico sobre el arroyo, un spa y fitness center, entre otras 
comodidades. 


Seis conclusiones de la Asociación de Sauce de Portezuelo 


Mientras los ediles esperan más datos de la comuna, la Asociación de Sauce de 
Portezuelo —vecina de Ocean Park-— redactó, esta semana, un informe con seis 
conclusiones sobre el polémico asunto, pese a que hay “alguna información 
completa, mucha incompleta, alguna contradictoria, alguna errónea y también 
alguna, quizás, producto de un acto de fe en los desarrolladores y la IDM”. 


Tras recopilar y contrastar ese cúmulo de documentos, el informe marca “la 
necesidad de analizar” la resolución del Ministerio de Transporte y Obras Públicas 


que en 2014 determinó la no navegabilidad del arroyo El Potrero y que, para 
algunos vecinos, implica la privatización de los accesos a ese curso. 


También considera que “parte de los padrones en cuestión son suburbanos con 
fragilidad ecosistémica”, lo cual ya determina la necesidad de “un mínimo nivel de 
protección”. Y entiende que, “técnicamente” y contra lo que algunos quisieran, el 
arroyo no forma parte de la cuenca de la Laguna del Sauce, sino a la inversa, por lo 
cual no es posible incluirlo dentro de los 150 metros de protección. De todas 
maneras, advierte que “es muy importante tomar en cuenta las repercusiones que 
pueda tener el manejo de la represa aguas abajo”. 


Sobre la ausencia de estudios ambientales 


En cuarto lugar, señala que “se debe considerar los análisis de riesgo de 
inundación que posee la Comisión de Cuenca para definir un área non edificana?. 
Luego sostiene que *se requiere” un Estudio de Impacto Ambiental para el padrón 
que limita con el Río de la Plata y que “correspondería un área de protección de 
250 metros que debería cederse al Estado, de acuerdo a la Ley de Ordenamiento 
Territorial”. 


En cuanto a la necesidad de un Plan de Acción Integrada (PAI), la asociación 
observa “posiciones encontradas”, pero asegura que cuenta con informes y 
opiniones de expertos muy reconocidos “que entienden, en forma categórica, que 
es necesaria la elaboración de un PAI abreviado”. 


La asociación aclaró que “no es contraria al desarrollo urbanístico en sí”, pero no le 
parece “adecuado” el modelo de los barrios privados porque “nada gana la 
comunidad desde el punto de vista del paisaje, el ambiente y el desarrollo de la 
zona”. “Todo eso es puertas adentro, separados por un muro de troncos”, lamentó, 
para abogar por “transparencia y cumplimiento efectivo de las normas ambientales 


y de ordenamiento territorial”. 


Leandro Secinaro 


El presidente Luis Lacalle Pou ha dado luz verde a la venta de un terreno a un 
destacado empresario brasileño, Alexandre Grendene Bartelle, quien además le brinda 
servicios relacionados con su avión privado. El terreno en cuestión, ubicado en Punta 
Ballena a lo largo de la Ruta 10 y con una extensión de 7.5 hectáreas, fue adquirido por 
el empresario por un monto de 120,000 dólares, a pesar de su valor estimado por 
inmobiliarias locales en aproximadamente 750,000 dólares. 


Alexandre Grendene Bartelle, uno de los empresarios más exitosos de Brasil, nació en 
enero de 1950 y es padre de siete hijos. Su exitosa carrera empresarial comenzó en 1971, 
cuando, junto a su hermano, fundó un negocio dedicado a la fabricación y venta de 
calzado, el cual se convirtió en un rotundo éxito. Actualmente, el grupo Grendene es 
responsable de la distribución de marcas populares como Melissa, Ipanema y Rider, 
entre otras, y está valorado en 2,000 millones de dólares según Forbes. 


Recientemente, el periodista Eduardo Preve ha levantado una denuncia señalando que 
el empresario brasileño, quien presta su avión privado al presidente Lacalle Pou, 
adquirió un terreno estatal en Punta Ballena a través de un acuerdo que fue 
personalmente firmado por el propio presidente de la República. El precio de venta del 
terreno, fijado en 120,000 dólares, contrasta significativamente con la valoración que 
inmobiliarias locales atribuyen al mismo, situada alrededor de los 750,000 dólares. 


Grendene, originario de Río Grande do Sul, es licenciado en Derecho por la Universidad 
Caxias do Sul. En 2015, contribuyó con donaciones para la construcción de un hospital 
veterinario en Porto Alegre, proyecto que enfrentó retrasos debido a cuestiones 
burocráticas. Además de su participación en la industria del calzado, Forbes informa 
que Grendene tiene inversiones diversificadas, que abarcan desde la industria del acero 
hasta la producción de etanol y petroquímicos. El empresario también es propietario de 
embarcaciones y al menos una aeronave. 


En el ámbito inmobiliario, Grendene posee propiedades en varios estados de Brasil, así 
como en Uruguay. Su conexión con Punta del Este es notoria, habiéndole sido 
otorgadas las llaves de la ciudad en 2007, según reportes del diario La Nación de 
Argentina. Se sabe que el empresario disfruta de sus fines de semana en dos mansiones 
ubicadas en el exclusivo barrio Beverly Hills de Punta del Este, uno de los destinos más 
selectos de la región. Asimismo, miembros de su familia han experimentado notables 
éxitos en casinos en años anteriores, lo que generó un considerable interés mediático 
durante las temporadas de verano. 


¿QUE PASA EN OCEAN PARK? Por Osvaldo Rousseaux y Fernando Niggemeyer 
¿Qué (empos son éstos, en los que debemos defender lo obvio? 
B. Brecht. 


OCEAN PARK existe un conflicto entre los vecinos y los desarrolladores 
inmobiliarios de un barrio privado. Todos hemos visto imágenes de la 
empalizada enorme que están construyendo los desarrolladores. 


Los vecinos y los medios que los citan manifiestan que existen varios conflictos en 
relación a este emprendimiento y una falta de información total sobre el mismo, 
dado que no se sabe si se han realizado estudios de impacto ambiental o no, si el 
padrón ha sido recategorizado, si existen permisos de construcción, si corresponde 
o no el acceso público al “Arroyo el Potrero”, así como si la Intendencia de 


Maldonado ha otorgado autorizaciones de algún (po y se han aplicado las normas 
previstas en el Código de Aguas y en especial el art. 36 referido a la determinación 
de la línea superior de la ribera. 


El CURE manifestó también su preocupación en varios aspectos por la situación y 
advir(o “problemá(cas socioambientales” del área. Por otro lado, los vecinos y los 
medios que los citan también manifiestan que se han desarrollado ac(vidades de 
deforestación y acciones en la zona de cuenca, y manifiestan su temor por el riesgo 
que corren los humedales de la zona, además de que se podría haber u(lizado 
maquinaria pesada en una zona sensible, con posible afectación de las dunas, 
entre muchas otras manifestaciones, dudas, preguntas y oposiciones a las 
acciones de los desarrolladores. 


Nuestros grupos de trabajo han encontrado como un factor determinante en la 
mayoria de los conflictos que (enen que ver con el desarrollo inmobiliario, el ambiente 
y el territorio, una relación, una mecánica en el vínculo entre las comunidades 
afectadas, los desarrolladores y la administración pública. Esta mecánica es nociva, 
dañina, deteriora y disuelve la relación entre las partes, creando dudas y sospechas 
en la gente, especialmente hacia la administración pública en general, a la 
cual responsabilizan de una u otra manera por la situación que les toca vivir. 


Los vecinos de Ocean Park denunciaron públicamente diferentes aspectos del 
desarrollo para la creación de un barrio privado, y realizaron concretamente una 
serie de objeciones y oposiciones sobre las cuales no emi(mos juicio alguno. 
Instalado el asunto, algunos polí(cos mostraron su interés y fueron a la zona, hicieron 
videos, otros hicieron manifestaciones y en un caso, un edil muy ac(vo en la 
problemá(ca de los vecinos realizó pedidos de informes, lo cierto es que parecería 
que nadie (ene información precisa al respecto, y la administración pública se 
man(ene en un silencio, que a esta altura de los acontecimientos, es alarmante y 
llama(vo. 


Está claro que existe una ruptura en la relación y la comunicación entre la 
administración pública y los vecinos, en este caso con los vecinos de Ocean Park, 
pero también la situación podría ser extensiva a los vecinos de Punta Ballena, 
Chihuahua, La Juanita, y cualquier otro si(o donde el desarrollo inmobiliario y la 
comunidad se encuentran enfrentados, más allá de las caracterís(cas de cada 
situación en par(cular y sus fundamentos. 


Esta ruptura se explica básicamente desde los roles que han asumido los 
desarrolladores inmobiliarios y la administración pública para llevar adelante sus 
obje(vos y al final por el rol que los vecinos se vieron obligados a asumir por la 
situación que enfrentan. La mayoría de los grandes desarrolladores actúan como si 
fueran conquistadores, quienes hacen lo que tengan que hacer para cumplir con sus 
planes y presupuestos, y como tales someten todo lo que se les pone en el camino de 
la manera que fuera, y para decirlo de una forma metafórica en algunos casos ponen 
cercas y guardias privados y dejan a los vecinos hablando solos del otro lado de la 
cerca. 


En sus terrenos hacen lo que necesitan hacer para cumplir su plan, entendiendo que 
la propiedad del predio no se encuentra limitada en ningún caso y por ninguna 
circunstancia, incluso en aquellos casos donde las acciones que lleven a cabo en su 
propiedad podrían generar efectos perjudiciales sobre el ambiente. Curiosamente los 
términos, expresiones y procesos que se desprenden del método imperial u(lizado 
por los desarrolladores, son similares a los que u(liza la administración pública en 
algunos asuntos relacionados con el desarrollo inmobliario y los vecinos, parece 
entonces que esa similitud, es el lenguaje del poder expresándose. 


Para cumplir con sus dioses, plan y presupuesto, los desarrolladores y sus proyectos 
no llegan como nuevos vecinos para integrarse a la comunidad, no les interesa, por 
que eso no es parte del negocio, ellos empujan hasta lograr lo que sea que quieran 
lograr. Bueno, la gente del barrio no es así, es gente amable, trabajadora, que intenta 
que su vida sea razonablemente buena, en defini(va lo que hacemos todos, entonces 
cuando alguien llega a la casa de enfrente, cruzan, se presentan al nuevo vecino y 
se ponen a disposición. Como ustedes saben los desarrollos inmobiliarios no hacen 
esto ni nada que se le parezca, pero también es cierto que esto no viola ninguna 
norma(va nacional o departamental, viola las normas que tenemos la gente de barrio 
sobre cómo relacionarnos con alguien que muy posiblemente pase la mayor parte 
de su vida a unos pocos metros de nuestra puerta, o sea, un vecino. Este planteo 
puede parecer ingenuo, pero pónganse en el contexto de la percecpión que tenemos 
de nuestro hogar y de la gente que nos rodea y piensen si los efectos de una y otra 
respuesta al vecino son iguales y qué efectos finales produce la misma en nuestra 
vida diaria. 


O sea, el desarrollador, sus inversores y sus profesionales, no hablan con la gente 
que vive en la zona, no hablan con los vecinos. Seguramente conectarse con el 
entorno y su gente es más complejo que no hacerlo y uno se expone a tener que 
escuchar al otro e inclusive cuando de personas inteligentes se trata, de tener que 
entender al otro, pero cuidado porque éste accionar, escuchar al otro de verdad, 
puede tener una secuela muy perjudicial, si uno escucha al otro (ene grave riesgo 
de entenderlo, de poder comprender lo que le pasa, de poder entender su angus(a 
y de poder entender su incer(dumbre. ¿Es una obligación legal tener que escuchar 
al otro y eventualmente comprenderlo?, no, no lo es, y está bien que no lo sea, pero 
en Ocean Park, los desarrolladores no están ni hablando ni escuchando. La mayoría 
de los grandes desarrolladores y un sector relevante de la administración pública 
parecen ver a los vecinos como un obstáculo para el progreso, es por eso que tratan 
a los vecinos como un impedimento, como un estorbo y al igual que cuando 
los árboles estorban el desarrollo se los corta y a los humedales se los rellena, a los 
vecinos se los ignora y se los excluye. Este proceso de desarrollo que padecemos 
somete a la comunidad a la cual afecta y le impone sus condiciones. ¿Querés 
inversión?, bancate la que viene y no protestes, parece ser su slogan. 


O sea, los proyectos inmobiliarios como el de Ocean Park se hacen sin que la 
comunidad tenga ni voz ni voto efec(vos y de peso, a pesar de que alguna voz, no 
mucha ni muy alta, la ley les da, pero voto ni hablar. 


Vecinos y desarrollador parecen tener sus intenciones claras y expuestas, aunque 
esto recién empieza, ya (enen un enfrentamiento, la administracion pública se 
man(ene en silencio. Por otro lado, existe un manejo de la relación y la 
comunicación entre la administración pública y los vecinos que es llama(va, la 
misma es pobre, deficiente y carente de contenido efec(vo. Los polí(cos en general 
se comunican con discursos y acciones más propias de los años “20 que un intento 
verdadero de comunicarse con la gente y en el caso concreto de Ocean Park esa 
comunicación es inexistente. En nuestra comunidad no ha habido evolución alguna 
en el tema. 


Es evidente que la administración pública fogonea un desarrollo que a esta altura 
todos los demás vemos como insostenible, el cual presiona sobre los habitantes 
del departamento hasta llegar, en algunos casos puntuales, a la humillación. ¿Es 
realmente necesario que los vecinos deambulen como parias con sus reclamos 
de un lugar a otro sin obtener respuestas claras y defini(vas sobre 
emprendimientos cuya información no solo debería ser pública sino que debería 
estar al alcance de cualquier persona que quiera acceder de manera sencilla y 
rápida?. ¿Cuál sería la razón por la cual la información del desarrollo de un barrio 
privado no está disponible digitalmente de manera inmediata”, ¿existe 

alguna documentación?, ¿el proyecto (ene alguna autorización?, ¿están 
deforestando?, ¿impiden el acceso al “Arroyo el Potrero” a los vecinos?, ¿pueden 
hacerlo?, éstas o cualquier otra pregunta que los vecinos tengan al respecto de 
este asunto deben ser contestadas de manera urgente por la administración 
pública. Son demasiadas preguntas para que los responsables no las contesten 
rápido y de manera concreta. 


¿Es necesario que un funcionario público, como el caso del edil que realizó pedidos 
de información, deba hacerlo como si se tratara de una base de misiles 
ultrasecreta, realizando sus pedidos con preguntas concretas para estar seguro de 
que le contesten lo que necesita averiguar”. Insis(mos, la administración pública 
debe garan(zar el acceso a la información y documentación relacionada, para que 
esté al alcance de cualquier persona de manera simple y sencilla, alguien (ene que 
haber leído el Acuerdo de Escazú, ¿verdad?. Cuando tenemos que pagar una 
factura de contribución inmobiliaria se puede hacer en instantes por cualquier 
medio electrónico de pago, pero si necesitamos información y documentación de 
actos públicos tenemos que ser agentes de la KGB para lograr el acceso. 


¿Cuál es la razón por la cual cuando los vecinos reclaman o realizan planteos, la 
administración pública no los convoca, los recibe y exhibe toda la documentación 
existente, muestra los permisos, toma nota de los planteos de los vecinos, 
inspecciona el lugar con la presencia de las partes, verifica los extremos 
denunciados, presenta un informe y eventualmente sanciona, clausura o no(fica a 
los vecinos que el desarrollo cumple con toda la norma(va vigente en la materia, y lo 
hace de manera pública para cerrar el capítulo, para que los vecinos que no estén 
de acuerdo recurran a los procedimientos administra(vos per(nentes y/o 
eventualmente a la jusi(ca?, ¿por qué no tratar a los vecinos con empata, 
información, documentación y diligencia? Sinceramente no lo entendemos porque 
no es lógico, muchos nos consideran inocentes por esta afirmación, sin embargo si 


uno naturaliza la falta de empata hacia los vecinos y jus(fica siempre la inacción, la 
falta de claridad y la violencia del destrato con teorías conspira(vas, se rompe el 
diálogo y por ende perdemos a la otra parte, no podemos hacerlo, es preferible que 
nos llamen ingenuos o bobos, en el mejor de los casos, pero no hagamos nada ahora 
que impida el diálogo, el escucharnos, el conversar y el intentar 

entendernos. Hoy los vecinos estamos enojados y frustrados, pero lo bueno es que 
todavía no odiamos a los responsables, hay que actuar ahora, antes de que sea 
demasiado tarde. 


Como sociedad necesitamos desarrollar una comunicación efec(va que nos permita 
asegurar la par(cipación ac(va de los vecinos en todas las etapas del proceso de 
autorización de cualquier desarrollo o emprendimiento, incluyendo los inmobiliarios, 
que aspire a ser parte de nuestra comunidad, de manera que se respete y proteja 
nuestro entorno natural y la calidad de vida de todos los residentes. Someter a los 
vecinos a la polí(ca del “hecho consumado” produce una violencia irreparable que 
fractura su relación con la administración pública. 


Por lo expuesto y en el marco de la UVPB, ofrecemos a los desarrolladores del 
proyecto del barrio privado de Ocean Park, a los representantes de la Intendencia 
de Maldonado en la materia, y a los representantes de los vecinos de Ocean Park, 
un espacio de diálogo. Donde, como moderadores, podamos ayudarlos a encontrar 
una forma en la cual puedan dialogar, exponer sus planes, sus necesidades, sus 
obligaciones, sus objeciones, y sus posibilidades, donde podamos compar(r 
la responsabilidad de desarrollarnos como comunidad. De esta manera todos vamos 
a tener la posibilidad de mirarnos a la cara, conocernos, tratarnmos como seres 
humanos y crear juntos un futuro del cual todos seamos parte, porque en defini(va 
los que vivan adentro del barrio privado, con cerca o sin ella y los de afuera, van a 
ser vecinos, les guste o no. Es muy probable que no logremos ponernos de acuerdo 
en todo, pero si logramos ponernos de acuerdo en algunas cosas, 

sólo algunas, vamos a lograr rescatar un poco de nuestra humanidad, que es en 
defini(va lo único que no podemos negar que tenemos en común, por sobre 
cualquier otra cosa. 


